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die   g o  f eli   p e  contreras          panto    j a

Los planes de ordenamiento territorial 
departamental como instrumentos administrativos 

de concreción de la planificación intermedia: 
¿un escenario articulado o en construcción?




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introducci           n 

Durante siglos la organización de los territorios ha sido un tema prioritario 
en la construcción de las sociedades, porque la forma en que los ciudada-
nos se relacionan con el espacio físico determina su dinámica económica, 
social y política. Por esta razón, los diversos ordenamientos jurídicos han 
representado estas realidades por medio de normas, que habilitan a las 
autoridades para ejercer competencias de ordenación y planificación en los 
territorios a su cargo.

El concepto de planificación en sentido estricto tiene una connotación 
más interdisciplinaria que jurídica, por lo que es reciente y novedoso. No 
obstante, el derecho ha insistido en utilizar esta noción para dominar rea-
lidades complejas, en temas económicos, financieros y organizacionales, 
entre otros ámbitos de la sociedad. 

	 Hubert Mazurek. Espacio y territorio: instrumentos metodológicos de investigación social, idr, 2018, 
pp. 39-71. 

	 Luciano Parejo Alfonso. “La planificación y el plan como formas de actuación del poder 
público, en particular el administrativo”, en Medio ambiente y ordenación del territorio, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2017, p. 12: “La planificación y el instrumento en que se 
plasma, el plan, no son fenómenos precisamente de ahora. Basta con aludir a la gestión de los 
recursos económicos mediante la presupuestación o a la técnica, bien de la representación gráfica 
del asentamiento poblacional para la ordenación anticipada del correspondiente proceso, bien 
de la fijación de alineaciones y rasantes para asegurar el orden en la utilización constructiva del 
suelo”.
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En Colombia este planteamiento ha sido materializado por el constitu-
yente y el legislador a través de la ordenación territorial, que es una función 
administrativa compleja, de la que se desprenden diversas competencias e 
instrumentos administrativos de planificación del territorio, entre ellos, los 
planes de ordenamiento territorial, de desarrollo territorial y de sectores 
específicos como, por ejemplo, en temas ambientales. 

Estas herramientas de planificación no han tenido una evolución pa-
ritaria, porque desde una óptica normativa y fáctica se les ha otorgado un 
rol protagónico a los municipios y secundario a los departamentos. Este 
razonamiento se encuentra sustentado en los tímidos avances legislativos que 
ha pretendido “diseñar” el Congreso de la República, al atribuir competen-
cias de planificación territorial a los departamentos, sin un marco jurídico 
completo y debidamente articulado. 

Al respecto, el artículo 29 de la Ley 1454 de 2011, Ley Orgánica de Or-
denamiento Territorial (loot), confirió a los departamentos la competencia 
para adoptar Planes de Ordenamiento Territorial Departamental (pod). El 
propósito principal de estos reside en la articulación de sus políticas, di-
rectrices, estrategias, proyectos y actuaciones con los demás instrumentos 
de planificación de los entes locales y el Gobierno nacional, por lo que el 
ejercicio de esta competencia se encuentra inexorablemente relacionado 
con la forma en que los diferentes niveles de la administración perciben y 
ejecutan la ordenación dentro de sus territorios. 

	 Corte Constitucional. Sentencia T-325 de 2002: “En Colombia la planificación es relativamente 
nueva. Aunque ciudades como Bogotá y Medellín han tenido planes de desarrollo desde mediados 
de los años 50, solamente a partir de la Ley 9 de 1989 las ciudades menores y municipios entran 
a ser objeto de planes de desarrollo de carácter altamente tecnicista. El cambio en la concepción 
del Estado que se produjo a partir de la Constitución de 1991 ha incidido en la revisión de la 
relación Estado-Sociedad Civil-Territorio, lo que ha originado mayores responsabilidades para 
los gobiernos municipales. Es así como la Ley 388 de 1997 pretende promover una cultura de 
la planificación en la cual el Estado es un regulador de la actividad privada, para poner freno a 
la alocada carrera de transformación de la ciudad mediante la construcción indiscriminada de 
asentamientos urbanos, muchas veces en detrimento de los grupos sociales menos favorecidos”.

	 Artículo 29 de la Ley 1454 de 2011: “Distribución de competencias en materia de ordenamiento 
del territorio.  Son competencias de la Nación y de las entidades territoriales en materia de 
ordenamiento del territorio, las siguientes: […] 2. Del Departamento […]: e) En desarrollo 
de sus competencias, los departamentos podrán articular sus políticas, directrices y estrategias 
de ordenamiento físico-territorial con los planes, programas, proyectos y actuaciones sobre el 
territorio, mediante la adopción de planes de ordenamiento para la totalidad o porciones específicas 
de su territorio”. 
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Sobre las competencias de planificación de los departamentos, la doc-
trina colombiana ha escrito poco, y esto por tres razones: en primer lugar, 
el estudio de los departamentos como entidad territorial en términos com-
parativos con los municipios ha sido exponencialmente menor; en segundo 
lugar, las disposiciones normativas en materia de planificación territorial 
departamental no se han desarrollado con la misma intensidad que en el 
orden local y nacional, y en tercer lugar, ha habido una escasa aplicación de 
estos instrumentos de planificación, como consecuencia directa de los vacíos 
normativos que rodean estas figuras. 

En relación con la carencia de un régimen jurídico definido, algunos 
autores han analizado de manera juiciosa las incidencias negativas que se 
gestan en torno a esta herramienta, puesto que la falta de normas procedi-
mentales en su expedición y de normas sustanciales en su implementación 
puede ocasionar distorsiones en la ordenación del nivel local, a tal punto que 
la autonomía territorial de esas entidades puede verse comprometida por 
intereses que no corresponden a su realidad espacial, económica, ambiental, 
social y cultural. 

Actualmente, solo el departamento del Valle del Cauca cuenta con un 
pod. Este instrumento será estudiado con mayor profundidad en líneas 
posteriores, para observar y entender la forma en que este se relaciona con 
las demás herramientas de planificación de los municipios que conforman 
ese departamento y con los planes específicos en materia ambiental, como 
los Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas Hidrográficas (pomcas), 
que son proferidos por las Corporaciones Autónomas Regionales (car) y 
de Desarrollo Sostenible. A su vez, se hará referencia a la gestión de riesgos 
de desastres. 

Este trabajo tiene como propósito establecer la manera en que los pod se 
articulan con los demás instrumentos de planificación, con vistas a lo cual 
se enfrentará el interrogante de si es jurídicamente admisible articular un 
pod sin tener normas sustanciales de rango legal que modulen la autonomía 
territorial de las entidades territoriales.

	 Ordenanza 513 del 6 de agosto de 2019, por medio de la cual se adopta el Plan de Ordenamiento 
Territorial Departamental del Valle del Cauca - pod Valle del Cauca. 

	 Héctor Santaella Quintero. “Los planes de ordenamiento territorial departamental: beneficios 
y riesgos de un instrumento clave para la ordenación del territorio en Colombia”, en Revista 
Digital de Derecho Administrativo, Universidad Externado de Colombia, n.º 20, 2018, pp. 57-94. 
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Para responder la pregunta anterior se seguirá el siguiente esquema 
argumentativo: en primer lugar, se analizará el papel que tienen los depar-
tamentos en la construcción de la ordenación del territorio, con base en las 
competencias atribuidas por el ordenamiento jurídico; en segundo lugar, se 
estudiará la forma en que los pod se relacionan con otros instrumentos de 
planificación nacional, departamental y municipal, tomando para ello, como 
caso de estudio, al departamento de Valle del Cauca. 

1 .  el   rol    de   los    de  partamentos         
en   la   ordenaci         n  del    territorio           colombiano          

La forma en que un Estado organiza su territorio y distribuye sus competen-
cias refleja su idiosincrasia e identidad cultural, porque el modo en que una 
sociedad gestiona sus intereses y fines delimita los pilares de su ordenamiento 
jurídico en una época determinada. 

En Colombia, la construcción de ese esquema territorial está en cabeza 
de “dos importantes jugadores: el constituyente de 1991, que al iniciar el 
juego concibió un modelo territorial inacabado y, haciendo uso del principio 
dispositivo trasladó al Congreso de la República, el otro jugador, el deber de 
terminar el ‘rompecabezas’”. De esta manera, los lineamientos fundamen-
tales del ordenamiento territorial se encuentran en el texto constitucional y 
son desarrollados por el legislador, debido a que este tiene un rol armonizador 
e integrador sobre aquellos aspectos que no fueron concebidos de manera 
expresa por la Constitución Política de 1991. 

Por su parte, las entidades territoriales tienen una función de concreción 
o de ejecución de las competencias atribuidas, que ponen en movimiento todo 
el aparato estatal. Al interior de ese engranaje se gestan múltiples conflictos 
de jerarquía normativa, de competencias y de articulación, que la mayoría 
de las veces son resueltos por la jurisprudencia, pero que deberían dirimirse 
mediante mecanismos de coordinación administrativa multinivel, para que 
las entidades se sientan incluidas de manera real y efectiva en la toma de las 
decisiones que involucran a sus territorios. 

En el caso de los departamentos, el ordenamiento jurídico no ha desarro-
llado con la misma intensidad las competencias de ordenación del territorio, 

	 Paula Robledo Silva. La autonomía municipal en Colombia, Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, 2010, p. 31. 
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ni los instrumentos administrativos de ejecución de estas, entre ellos, los 
planes de ordenamiento territorial. Esto se ha visto reflejado en la concepción 
que han tenido los distintos gobiernos nacionales en materia de desarrollo 
departamental y regional, pues hasta hace poco las políticas nacionales le 
imprimieron un valor estratégico al nivel intermedio de ordenación, que en 
otros países ya se encuentra debidamente consolidado. 

En ese orden de ideas, los departamentos, al igual que los municipios, 
tienen la necesidad de ordenar sus territorios y darles un enfoque diferencial 
con respecto al orden local, en cuanto actualmente no existe un escenario 
de articulación estructurado desde una perspectiva normativa, política y 
cultural.

No se puede ignorar que las relaciones de proximidad entre los ciudada-
nos y los departamentos son menores que las de aquellos con los municipios, 
pero esto no debe tomarse como un obstáculo, sino como un estimulante 
para intensificar la manera en que el nivel intermedio se coordinada con el 
nivel local en dirección a la satisfacción de los intereses de orden supramu-
nicipal, los cuales hasta al momento no han sido debidamente explorados 
y analizados. 

Antes de entrar a estudiar las competencias de ordenación a cargo de los 
departamentos, se dilucidarán los contornos de la planificación territorial 
como una competencia de carácter estructural e integradora, que propende 
a una gobernanza multinivel desde un punto de vista teórico, y luego se 
abordarán las competencias de planificación de los entes intermedios desde 
una perspectiva constitucional y legal. 

1 . 1 .  la   p lani   f icaci      n  del    territorio           como    
una    com   p etencia        estructural            e  inte    g radora      
a  car   g o  de   los    entes      territoriales             :  h acia     una   
g obernan       z a  multinivel          del    territorio          

Para comprender la noción de planificación territorial es necesario acudir 
al concepto de ordenación del territorio, porque este último comporta un 

	 Departamento Nacional de Planeación. Elemento para la formulación de la Política Nacional de 
Ordenamiento Territorial y alcances de las directrices departamentales, Bogotá, 2013, pp. 1-33. 
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significado más amplio que el primero, al ser una función administrativa 
compleja que se encuentra relacionada con todas las actividades de la ad-
ministración y que tiene como propósito la construcción de un modelo de 
organización a largo plazo. Por su parte, la planificación es una expresión 
concreta de la ordenación, por lo que también adquiere el carácter de función 
administrativa compleja. 

La complejidad de estas funciones se deriva de la interdisciplinariedad 
inherente a ellas y el alcance que tienen sobre la realidad de un territorio, 
pues no se restringen a una actividad normativa, sino que se materializan por 
medio de conceptos técnicos y científicos. Al respecto, la jurisprudencia 
constitucional ha manifestado: 

… la función de ordenamiento del territorio comprende una serie de acciones, 
decisiones y regulaciones, que definen de manera democrática, participativa, ra-
cional y planificada, el uso y desarrollo de un determinado espacio físico territorial 
con arreglo a parámetros y orientaciones de orden demográfico, urbanístico, rural, 
ecológico, biofísico, sociológico, económico y cultural. Se trata, ni más ni menos, 
de definir uno de los aspectos más trascendentales de la vida comunitaria como es 
su dimensión y proyección espacial.

En concordancia con ello, cabe decir que la ordenación y la planificación 
son competencias estructurales e integradoras, porque son esenciales para 

	 Soledad Sanabria Pérez. “La ordenación del territorio: origen y significado”, en Terra, Uni-
versidad Central de Venezuela, n.º 47, 2014, p. 16: “En cuanto al significado de la ordenación del 
territorio, muchos expertos consideran que es uno de los términos más complejos y polisémicos, 
que muchas veces se emplea de forma multifacética y a veces de manera equívoca”.

	 La ordenación del territorio se apega a las características de la función administrativa. Para la 
definición de esta última, véase Alberto Montaña Plata. Fundamentos de derecho administrativo, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2010, p. 124.

	 Jorge Iván Rincón Córdoba. Planes de ordenamiento territorial, propiedad y medio ambiente, Bo-
gotá, Universidad Externado de Colombia, 2012, pp. 44 y 74: “[L]a planificación como máxima 
expresión de la actividad administrativa de organizar un territorio se caracteriza precisamente por 
apoyarse en el urbanismo como disciplina científica que no puede circunscribirse al mundo del 
derecho, pues su esencia es la interdisciplinariedad, lo que implica indiscutiblemente la partici-
pación de profesionales de las más diversas áreas del conocimiento como presupuesto necesario 
para hacer frente a los problemas que arroja su constante dinamismo”.

	 Diego Felipe Contreras Pantoja. “La ordenación del territorio rural a partir de los instrumentos 
de planificación: ¿una discusión zanjada o en construcción?, en Lecturas sobre derecho de tierras, 
t. iii, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2019, p. 312. 

	 Corte Constitucional. Sentencia C-795 de 2000. 
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la organización de un territorio en cuanto a través de ellas se expresan los 
intereses económicos, sociales, culturales y políticos de una sociedad en un 
espacio geográfico y en un momento determinado. 

Asimismo, son competencias integradoras porque inciden sobre todos 
los ámbitos de una sociedad y tienen relación con todas las actividades de 
la Administración, esto es, la policía administrativa, los servicios públicos y 
la actividad de fomento. 

El papel del planificador de un territorio es vital para la satisfacción de 
las necesidades de una población, puesto que el ejercicio de sus competen-
cias involucra diversos intereses de la sociedad. De ahí que estas funciones 
deban otorgarse a sujetos con legitimación democrática y conocimiento del 
territorio. El texto constitucional les atribuyó a las entidades territoriales 
competencias para que, en el marco de su autonomía territorial, fueran 
ejercidas en cada nivel de gobierno y administración. 

La materialización de estas funciones es diferenciada y conforme a la 
realidad de cada espacio geográfico, razón por la cual no es posible equiparar 
el ejercicio de esas atribuciones en el orden local, departamental y nacional, 
pues la visión de territorio que tiene cada ente parte de unos propósitos y 
alcances diferentes, que deben ser articulados, pero no impuestos. 

Es necesario señalar que al interior de la organización administrativa 
colombiana confluyen diversos principios constitucionales, entre ellos el 
principio de Estado unitario y el de autonomía territorial, que en ocasiones 
colisionan, generando tensiones que deben resolverse a partir de los prin-
cipios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que 
establezca la ley.

	 Rincón Córdoba. Planes de ordenamiento territorial, propiedad y medio ambiente, cit., pp. 64 y 65: 
“[L]a planificación constituye una tarea compleja que indiscutiblemente puede clasificarse no solo 
en las potestades administrativas de limitación de derechos individuales, sino que además goza 
de elementos encaminados a la generación de condiciones de productividad, lo que nos ubica en 
la actividad de fomento. Como si fuera poco, la ciudad se traduce en la necesaria prestación de 
servicios públicos”. 

	 “[L]o que la Constitución atribuye a las entidades territoriales en virtud de la autonomía que ella 
misma garantiza son ciertas potestades con base en las cuales dichos entes territoriales ejercerán 
sus competencias”: Robledo Silva. La autonomía municipal en Colombia, cit., p. 61.

	 Artículo 288 CP: “La ley orgánica de ordenamiento territorial establecerá la distribución de 
competencias entre la Nación y las entidades territoriales. / Las competencias atribuidas a los 
distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concu-
rrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley”. 
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Así, la figura de la descentralización territorial como un mecanismo de 
distribución de competencias se encuentra inexorablemente relacionada con 
el principio de autonomía territorial, puesto que todas las competencias 
a cargo de los diferentes niveles de la Administración han de ejecutarse de 
manera articulada y no aislada o descontextualizada de la visión local, de-
partamental y nacional. 

Es aquí donde cobra relevancia el concepto de gobernanza multinivel, que 
hace referencia al relacionamiento entre los diferentes niveles de la Adminis-
tración para el cumplimiento de un objetivo o fin común, en este caso, 
de la construcción de un esquema de planificación territorial coordinado. 

La materialización de la gobernanza multinivel en la gestión del territorio 
comporta un entramado de relaciones verticales y horizontales que son difí-
ciles de coordinar, principalmente por la falta de un marco normativo claro 
y detallado respecto de los vínculos que existen entre los diferentes niveles 
de la Administración y del alcance de su autonomía territorial. De ahí que 
los principios del artículo 288 CP operen como fórmulas de articulación 
entre las competencias de las autoridades del orden nacional y territorial. 

	 “[L]a descentralización juega en la estructura administrativa colombiana un papel protagónico 
[…] [S]e trata de una fórmula organizacional, porque el constituyente primario quiso atemperar el 
modelo de Estado unitario reconociendo la posibilidad de que en su interior se crearan diferentes 
sujetos de derecho a los que debe reconocérseles algún grado de autonomía en el adelanto de las 
funciones. No obstante, el reconocimiento de autonomía no implica el desconocimiento de la 
regla según la cual cada entidad constituye una persona jurídica derivada o, en otros términos, 
comprendida dentro de la organización estatal”: Jorge Iván Rincón Córdoba. La teoría de la 
organización administrativa en Colombia, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2018, pp. 
188-189.

	 oecd. “Gobernanza multinivel en Colombia”, en La implementación del buen gobierno, París, oecd, 
2014, p. 212. 

	 Artículo 209 CP: “La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se de-
sarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de 
funciones. / Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado 
cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá 
un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley”.

	 “El principio de coordinación parte de la existencia de competencias concurrentes entre distintas 
autoridades del Estado, lo cual impone que su ejercicio se haga de manera armónica, de modo 
que la acción de los distintos órganos resulte complementaria y conducente al logro de los fines 
de la acción estatal […] El principio de concurrencia se explica a partir de considerar que, en 
determinadas materias, la actividad del Estado debe cumplirse con la participación de los distintos 
niveles de la Administración […] [E]l principio de subsidiariedad […] [d]esde una perspectiva 
positiva significa que la intervención del Estado, y la correspondiente atribución de competencias, 
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En relación con la coordinación administrativa, el ordenamiento jurídico 
colombiano no definió con claridad la forma en que los entes territoriales 
debían interactuar entre sí ni con la Nación. En igual sentido, no creó 
fórmulas de coordinación para la resolución de conflictos provocados en 
el ejercicio de esas competencias de organización del territorio. Sobre este 
aspecto, Rincón Córdoba ha señalado: 

[A]l no existir un monopolio en la toma de decisiones sino, al contrario, el desa-
rrollo de “poderes paralelos concurrentes”, se hace inevitable que la coherencia y 
“homogeneidad” deba alcanzarse a través de nuevas fórmulas, entre las que se halla 
la coordinación, a efectos de fijar unos objetivos comunes y hacer un seguimiento 
de los sujetos que con sus competencias tienden a su obtención. 

[…] El que la coordinación no implique una renuncia a la capacidad decisoria pero 
sí un limite al ejercicio de las competencias puede explicarse, desde la ciencia de la 
administración, apelando a la complejidad del obrar administrativo, sin embargo, 
esto no resulta suficiente jurídicamente, de allí que sea necesaria una habilitación 
normativa que haga posible esta forma de relacionamiento. 

Por tanto, las decisiones adoptadas por los distintos niveles de la Adminis-
tración adquieren un papel trascendental para el ejercicio de las competen-
cias de ordenación y planificación, toda vez que estas pretenden otorgarle 
un sentido al territorio que gobiernan, de conformidad con su fisionomía 
económica, social y cultural.

No obstante, sobre ese espacio geográfico concurren diversas compe-
tencias de orden local, departamental y nacional, que deben ser articuladas 
para evitar la toma de decisiones contradictorias que puedan transgredir la 
autonomía territorial de los entes involucrados. 

deben realizarse en el nivel más próximo al ciudadano […] [E]n su dimensión negativa, el princi-
pio de subsidiariedad significa que las autoridades de mayor nivel de centralización sólo pueden 
intervenir en los asuntos propios de las instancias inferiores cuando éstas se muestren incapaces 
o sean ineficientes para llevar a cabo sus responsabilidades”: Corte Constitucional. Sentencia 
C-149 de 2010; y cfr. sentencias C-889 de 2012 y C-123 de 2014.

	 Rincón Córdoba. La teoría de la organización administrativa en Colombia, cit., pp. 225, 234 y 235.
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1 . 2 .  el   es  q uema     de   com   p etencias         
de   p lani   f icaci      n  territorial            
de   los    de  partamentos         desde      
una     p tica     constitucional               y  le  g al  

Una vez dilucidados los contornos de la ordenación y la planificación del 
territorio es necesario abordar la manera en que estas competencias han 
sido plasmadas por el ordenamiento jurídico y las problemáticas que se 
desprenden de su ejercicio. 

Para tal efecto, primero se analizarán las disposiciones constitucionales 
que les atribuyen a los departamentos estas competencias, y luego se exami-
nará la manera en que estas son desarrolladas por el legislador. 

Los artículos 287, 288, 298, 300[] y 305 CP exaltan el régimen departa-
mental de competencias y el rol que tienen los gobernadores y las asambleas 
departamentales en el cumplimiento de estas. De la lectura sistemática de 
esas disposiciones se derivan tres consideraciones: en primer lugar, que los 
departamentos, al igual que otras entidades territoriales, gozan de autonomía 
territorial, razón por la cual su campo de acción se encuentra determinado 
por el espacio geográfico que está a su cargo; en segundo lugar, que los de-
partamentos cuentan con un sistema complejo de competencias en materia 
de planeación económica, social y territorial, a tal punto que el constituyente 

	 Artículo 300 CP: “Corresponde a las Asambleas Departamentales, por medio de ordenanzas: 1. 
Reglamentar el ejercicio de las funciones y la prestación de los servicios a cargo del Departamento. 
2. Expedir las disposiciones relacionadas con la planeación, el desarrollo económico y social, el 
apoyo financiero y crediticio a los municipios, el turismo, el transporte, el ambiente, las obras 
públicas, las vías de comunicación y el desarrollo de sus zonas de frontera. 3. Adoptar de acuerdo 
con la Ley los planes y programas de desarrollo económico y social y los de obras públicas, con 
las determinaciones de las inversiones y medidas que se consideren necesarias para impulsar 
su ejecución y asegurar su cumplimiento […] / Los planes y programas de desarrollo de obras 
públicas serán coordinados e integrados con los planes y programas municipales, regionales y 
nacionales”.

	 “La fuerza de la argumentación a favor de la autonomía regional, seccional y local radica en el 
nexo con el principio democrático y en el hecho incontrovertible de ser las autoridades locales 
las que mejor conocen las necesidades a satisfacer, las que están en contacto más íntimo con la 
comunidad y, sobre todo, las que tienen en últimas el interés, así sea político, de solucionar los 
problemas locales. Es el auto-interés operando, con tanta eficiencia como puede esperarse que lo 
haga el de cualquier actor económico en la economía de mercado. Cada Departamento o Municipio 
será el agente más idóneo para solucionar las necesidades y problemas de su respectivo nivel. Por 
esto el artículo 287 habla de la ‘gestión de sus intereses’”: Corte Constitucional. Sentencia C-478 
de 1992; y cfr. sentencia C-517 de 1992. 



Diego Felipe Contreras Pantoja

les otorga potestades normativas a las asambleas departamentales, para que 
por medio de ordenanzas adopten las decisiones de planificación respectivas; 
y en tercer lugar, que el nivel intermedio tiene un valor estratégico para la 
consolidación de objetivos con un enfoque supramunicipal. 

Es importante resaltar que el constituyente previó la reserva legal para 
algunos temas relacionados con los departamentos, entre ellos, su creación 
como entidad territorial, el régimen de inhabilidades e incompatibilidades 
para los diputados y la posibilidad de convertirse en una región. 

De esta manera, el Congreso de la República cumple un papel indis-
pensable en la estructuración de las competencias de los departamentos y 
de todos los asuntos relacionados con el ejercicio de estas. Sin embargo, se 
debe aclarar que no toda asignación específica de competencias debe hacerse 
a partir de una ley orgánica, porque no puede ampliarse el alcance de este 
tipo de restricciones de manera desmedida o injustificada. 

En consecuencia, sobre algunos asuntos se tiene claridad respecto del 
carácter de norma orgánica, por ejemplo, en cuanto al proceso de formación 
de las entidades territoriales y a la asignación de competencia normativas 
a estas. Sin embargo, no sobre todas las materias existe la misma claridad, 

	 Corte Constitucional. Sentencia C-507 de 2014: “La reserva de ley es una institución jurídica, de 
raigambre constitucional, que protege el principio democrático, al obligar al legislador a regular 
aquellas materias que el constituyente decidió que fueran desarrolladas en una ley. Es una ins-
titución que impone un límite tanto al poder legislativo como al ejecutivo. A aquél, impidiendo 
que delegue sus potestades en otro órgano, y a éste, evitando que se pronuncie sobre materias 
que, como se dijo, deben ser materia de ley”.

	 Artículos 299, 307 y 309 CP. 
	 Corte Constitucional. Sentencia C-237 de 2016: “La Corte entiende, en consecuencia, que la 

reserva de ley orgánica no puede conducir, en ningún caso, a la ampliación de su alcance más allá 
de los límites establecidos por la Carta. Esta limitación interpretativa, de la que se ha ocupado 
ampliamente la jurisprudencia, se fundamenta (i) en la cláusula general de competencia radica-
da en el legislador ordinario (arts. 113 y 150) y (ii) en el hecho de que la exigencia de mayorías 
absolutas para la aprobación de una ley constituye una hipótesis excepcional (arts. 151 y 153) y 
además restrictiva del principio democrático regido, por regla general, por el principio de mayo-
rías ordinaria […] Ha sido por ello que desde sus primeras providencias esta Corte destacó que 
‘e[l] principio democrático obliga a interpretar restrictivamente los procedimientos especiales 
que aparejan mayorías cualificadas y que, en cierta medida, petrifican el ordenamiento jurídico 
e impiden el desarrollo de un proceso político librado al predominio de la mayoría simple, que 
garantiza cabalmente su libertad y apertura’. Por eso, al preguntarse si ‘toda asignación especí-
fica de competencias entre la Nación y las entidades territoriales tiene que ser efectuada por ley 
orgánica’, concluyó que ello no era así”.
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por lo que es necesario acudir a un criterio restrictivo y no amplificador de 
la reserva de ley orgánica.

Con base en las señaladas potestades normativas se expidió la Ley 1454 
de 2011, Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial (loot), que estableció 
de manera diferenciada las competencias a cargo de los distintos niveles de 
la Administración. No obstante, su falta de coherencia y los múltiples vacíos 
normativos en temas de coordinación, planificación territorial, conformación 
de entidades territoriales, entre otros, han generado escenarios de incerti-
dumbre jurídica. Por esto, algunos doctrinantes califican de manera negativa 
ese cuerpo normativo. 

El numeral 2 del artículo 29 loot consagra en cabeza de los depar-
tamentos diversas competencias, entre ellas la de establecer directrices y 
orientaciones sobre la organización del territorio, especialmente en áreas 
de conurbación, con el fin de fijar los escenarios de uso y ocupación del 
espacio, según sus condiciones ambientales, económicas y culturales. Asi-
mismo, señala que el nivel intermedio debe integrar y orientar la proyección 
espacial de los planes sectoriales departamentales, de los municipios y de las 
entidades territoriales indígenas. 

En desarrollo de esas competencias, los departamentos se encuentran 
facultados para articular sus políticas, directrices y estratégicas de ordena-
miento físico-territorial con los planes, programas, proyectos y actuaciones 
sobre el territorio, mediante la adopción de planes de ordenamiento parciales 
o totales. 

La loot, de manera expresa, contempla que no solo los municipios tienen 
la potestad para organizar sus territorios a través de instrumentos de plani-
ficación territorial, pues estimula la creación de estas herramientas bajo una 
visión articulada. Estos mecanismos de planificación carecen de un marco 
normativo procedimental y sustancial que les permita a los departamentos 
materializar efectivamente dichas atribuciones. 

Para algunos, esta competencia es novedosa, pero en realidad tiene 
como antecedente el artículo 7.º de la Ley 338 de 1997, que fue declarado 
inexequible por la Corte Constitucional en la sentencia C-795 de 2000 por 
haber desconocido la reserva de ley orgánica del artículo 288 CP. En esa 

	 Paula Robledo Silva. “La Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial: ¿una asignatura pendien-
te?”, en Derecho procesal administrativo, modernización del Estado y territorio. Estudios en homenaje 
a Augusto Hernández Becerra, Bogotá, Ibáñez, 2014, pp. 946 y 947.
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providencia se consideró que no era jurídicamente admisible que a través de 
una ley ordinaria se distribuyeran las competencias de los entes territoriales 
en materia de ordenación y desarrollo territorial, dada la magnitud de estas 
funciones en la dinámica de la vida de una población. Es importante precisar 
que en esta decisión no se estudió de fondo la constitucionalidad de los pod. 

Este antecedente jurisprudencial tiene relevancia constitucional en la 
actualidad, porque el numeral 2 del artículo 29 loot replicó, casi de forma 
idéntica, el artículo 7.º de la Ley 338 de 1997 y fue demandado ante la Corte 
Constitucional. Al respecto, los demandantes indicaron que la competen-
cia de los departamentos para establecer directrices y orientaciones sobre 
el uso y la ocupación del espacio transgredía el numeral 7 del artículo 313 
CP debido al desplazamiento de la competencia exclusiva que tienen los 
concejos municipales para reglamentar los usos del suelo. 

Adicionalmente, la Corte Constitucional integró a los cargos de la 
demanda el literal e del numeral 2 del artículo 29 loot, que hace alusión a 
la expedición de los pod, en atención a la unidad normativa existente entre 
ambas disposiciones. 

Con base en los argumentos de inconstitucionalidad es posible sostener 
que las normas acusadas deben declararse constitucionales, por las siguientes 
razones: primero, las competencias acusadas fueron atribuidas por una ley 
orgánica; segundo, están respaldadas por los principios de coordinación y de 
autonomía territorial, que implican el respeto de las decisiones de los entes 
territoriales bajo un criterio de articulación; tercero, no existe un desplaza-
miento de la competencia que tienen los concejos municipales y distritales 
para reglamentar los usos del suelo, porque cada ente está facultado para 
ordenar y planificar el territorio a su cargo, y para ello el constituyente 
consagró los principios de coordinación, subsidiariedad y concurrencia; 

	 Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 29 (parcial) de la Ley 1454 de 2011, por la 
cual se dictan normas orgánicas sobre ordenamiento territorial y se modifican otras disposiciones. 
Exp. D-13387. 

	 Auto admisorio del 21 de agosto de 2019. 
	 Corte Constitucional. Sentencia C-138 de 2020. En esta providencia, la corporación es clara en 

señalar que, si bien los concejos municipales tienen una competencia exclusiva en la reglamentación 
de los usos del suelo, esta no es absoluta, porque es una función que puede ser limitada por el 
legislador. En ese sentido, la reglamentación de los usos del suelo es un instrumento fundamental 
en el ordenamiento territorial, pero no agota la función pública de ordenamiento territorial en la 
que concurren la Nación y las distintas entidades territoriales. 



 Los planes de ordenamiento territorial departamental como instrumentos administrativos...

cuarto, el artículo 298 CP y el numeral 2 del artículo 300 CP consagran 
en cabeza de las asambleas departamentales la potestad normativa para ex-
pedir ordenanzas relacionadas con la planeación y el desarrollo económico 
y social dentro de su territorio; y quinto, los departamentos no pretenden 
interferir en la definición de la reglamentación de los suelos, sino que, por 
el contrario, buscan la generación de lineamientos estratégicos de desarrollo 
que potencien las capacidades de los entes locales, pero a partir de una visión 
supramunicipal. 

Más allá de la constitucionalidad de la norma, es necesario analizar la 
naturaleza de los pod, su alcance y el proceso de formulación, adopción e 
implementación. Para adelantar este análisis, lo primero que debe advertirse 
es que los pod no han sido desarrollados por otras normas de rango legal, ni 
de carácter reglamentario, sino a través del Acuerdo 10 de 2016, proferido por 
la Comisión de Ordenamiento Territorial, por medio del cual se expiden y se 
recomiendan los lineamientos y criterios para la reglamentación de los pod. 

La doctrina ha criticado el alcance que tienen estas recomendaciones, 
por ser proferidas por un órgano asesor que carece de competencias regula-
torias y por definir temas que tienen reserva de ley, argumentos que hacen 

	 Artículo 298 CP: “Los departamentos tienen autonomía para la administración de los asuntos 
seccionales y la planificación y promoción del desarrollo económico y social dentro de su territorio 
en los términos establecidos por la Constitución. / Los departamentos ejercen funciones adminis-
trativas, de coordinación, de complementariedad de la acción municipal, de intermediación entre 
la Nación y los Municipios y de prestación de los servicios que determinen la Constitución y las 
leyes. / La ley reglamentará lo relacionado con el ejercicio de las atribuciones que la Constitución 
les otorga”.

	 Corte Constitucional. Sentencia C-138 de 2020. El fallo es enfático en resaltar que las directrices 
y las orientaciones formuladas por los departamentos no reglamentan los usos del suelo, sino 
que cumplen una labor de guía para los concejos municipales en ejercicio de sus funciones, sin 
que se transgreda la autonomía territorial de los entes locales. Es un escenario de coordinación 
entre los distintos niveles de Administración. Por esta razón, las disposiciones demandas no son 
inconstitucionales por sí mismas, porque el ejercicio de estas competencias debe realizarse bajo 
el respeto de la autonomía territorial. 

	 Es importante destacar que existen normas de rango legal que aluden de manera superficial a 
ese tipo de instrumentos, pero no desarrollan sus mecanismos de coordinación, ni establecen 
el contenido de esto. Al respecto, la Ley 1962 de 2019, por medio de la cual se dictan normas 
orgánicas para el fortalecimiento de la región administrativa de planificación, se establecen las 
condiciones para su conversión en región entidad territorial y se dictan otras disposiciones, en 
desarrollo de los artículos 306 y 307 CP, en el artículo 4.º establece dentro de las funciones de 
las Regiones Administrativa y de Planificación la de: “7. Promover la incorporación del enfoque 
regional en los Planes de Ordenamiento Territorial, los Planes de Ordenamiento Departamental, 
los Planes de Desarrollo y en los diferentes instrumentos de planificación”.
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inviable que la Comisión de Ordenamiento Territorial determine el régimen 
jurídico de los pod. 

En consecuencia, los lineamientos adoptados en ese acuerdo no tienen un 
carácter vinculante, pero sirven como referente para comprender la finalidad 
que persiguen estos instrumentos de planificación en el modelo territorial 
colombiano. El Acuerdo 10 de 2016 trae una definición del instrumento en 
los siguientes términos: 

Artículo 1. Definiciones. […] h) Plan de Ordenamiento Departamental (pod). Es 
un instrumento para el ordenamiento del territorio, que comprende un conjunto 
de herramientas articuladas y armonizadas, tales como modelos, directrices, polí-
ticas, estrategias, planes, programas y proyectos de impacto territorial supramu-
nicipal, con una perspectiva de largo plazo. Conforme con el literal a), numeral 
2, del artículo 29 de la Ley 1454 de 2011, este instrumento es vinculante para los 
departamentos y municipios en sus respectivas jurisdicciones, en el marco de las 
competencias establecidas en esa Ley para los departamentos. 

En concordancia con ello, los pod son instrumentos de articulación y orde-
nación departamental, que comportan una complejidad técnica y jurídica, 
derivada de todas las herramientas de planificación territorial que involucran. 
Esta realidad la comparten con otros instrumentos de planificación, entre 
ellos los pot, pues ambos tienen la difícil tarea de integrar todas las variables 
que surgen de la organización de un territorio, solo que desde escalas de 
desarrollo diferentes. 

El Acuerdo 10 de 2016 manifiesta categóricamente que los pod tienen 
un carácter vinculante; sin embargo esta afirmación debe matizarse porque 
la Ley 1454 de 2011 no señala de forma expresa la obligatoriedad de este 
instrumento. La interpretación sistemática de ese cuerpo normativo permite 
concluir que esta herramienta tiene un impacto en la organización supra-
municipal que se integra a la planificación de los entes locales, pero bajo los 
postulados de la autonomía territorial. 

Cuando se observa el numeral 4 del artículo 29 de la Ley 1454 de 2011, 
que hace referencia a las competencias de los municipios, se encuentra que 
una de ellas es la adopción de los pot, pero no se precisa si dichos instrumen-
tos tienen un carácter obligatorio. Por tanto, resulta jurídicamente admisible 

	 Santaella Quintero. “Los planes de ordenamiento territorial departamental”, cit., p. 80.
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sostener que los pod tienen el mismo grado de vinculatoriedad que los pot, 
solo que los primeros no cuentan con normas procedimentales para su 
expedición, ni con disposiciones sustanciales que establezcan su forma de 
coordinación con otros instrumentos. No obstante, la Corte Constitucional, 
en la sentencia C-138 de 2020, fue clara en precisar que, mientras los pot 
sí incluyen normas jurídicas obligatorias en materia de ordenamiento terri-
torial, la función de expedir los pod no tiene por efecto una suplantación 
de las funciones de los municipios, sino una función guía. Adicionalmente, 
se debe destacar que el ejercicio de esta competencia no es una obligación, 
sino una posibilidad o potestad del departamento. 

Asimismo, es posible deducir que, en el nivel intermedio, las asambleas 
departamentales son las encargadas de proferir las normas en materia de 
planificación, a través de ordenanzas departamentales, según el artículo 298 
CP y el numeral 2 del artículo 300 CP, por lo que se reafirma que los pod 
tienen un valor de norma jurídica, que irradia la organización departamental 
del territorio sirven como guía para el desarrollo de las competencias de 
planificación territorial de los municipios. 

La activación de las competencias de planificación departamental permite 
aplicar un enfoque supramunicipal, durante años olvidado por el legislador 
pero anhelado en diferentes zonas del país. Es evidente que actualmente las 
funciones de los entes locales desbordan su ámbito de aplicación, debido 
a fenómenos de carácter expansivo del territorio como la conurbación y la 
aglomeración. Adicionalmente, no se puede desconocer la necesidad de 
explotar el rol de los departamentos como un ente articulador de los inte-
reses del orden local y nacional, con el objetivo de materializar el desarrollo 
estratégico de sus competencias. 

En el siguiente acápite se estudiará cómo confluyen otros instrumentos 
de planificación en la estructuración de los pod, y la incidencia que estos 

	 “[L]os retos que enfrenta el país en materia de ordenamiento territorial son múltiples, toda vez 
que el crecimiento de las ciudades plantea un desafío tanto regional como nacional y obliga al 
Estado a concebir redefiniciones institucionales y territoriales que interrelacionen la geografía, 
los flujos reales de intercambios urbanos y las dinámicas políticas y de gobernabilidad. Esto se 
debe tener en cuenta bajo el contexto actual del país, en donde existen sistemas territoriales 
complejos que desbordan los contenedores político-administrativos[,] generando así la idea, desde 
el ordenamiento legal, de dinámicas de conurbación y la aglomeración”: Universidad Nacional 
de Colombia. “Planes de ordenamiento territorial departamental frente a los municipios”, en 
Debates de Gobierno Urbano, Instituto de Estudios Urbanos, n.° 8, 2016, p. 4.
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tienen en el ejercicio de la autonomía territorial de los entes locales que 
participan en el proceso de ordenación departamental. 

2 .  el   relacionamiento                de   los    p o d  con    otros     
instrumentos             de   p lani    f icaci      n  nacional        , 

de  partamental        y  munici      pal  :  ¿ inexistencia             de   un  
r  g imen     j ur   dico     sustancial          de   articulaci          n ? 

Dilucidado someramente el concepto, la naturaleza jurídica y el alcance 
de los pod, es necesario entender su contenido, su proceso de formulación, 
adopción e implementación de conformidad con los lineamientos de la 
Comisión de Ordenamiento Territorial, para determinar si actualmente en 
Colombia existe un régimen jurídico sustancial de creación y de articulación 
de estos instrumentos. 

Para el efecto es indispensable comprender el relacionamiento que estos 
instrumentos tienen con otras herramientas de planificación de carácter local, 
departamental y nacional. Se tomará como caso de estudio al departamento 
de Valle del Cauca, pionero en la expedición de un pod. 

Es importante aclarar que dicho estudio se realizará con base en los 
lineamientos de la Comisión por no contarse con un desarrollo legislativo 
de este instrumento de planificación ni, por tanto, con un régimen jurídico 
debidamente articulado, lo que suscita múltiples problemas de interpretación 
y vacíos para la ejecución de las competencias departamentales. 

El Acuerdo 10 de 2016 sugiere que el contenido de los pod debe es-
tructurarse alrededor de cuatro aspectos cardinales: 1) las directrices y 
orientaciones con el fin de determinar los escenarios de uso y ocupación del 
espacio, especialmente en áreas de conurbación; 2) las políticas de asenta-
miento de poblaciones; 3) las directrices y orientaciones para la localización 
de infraestructura físico-social, que genere ventajas de competitividad para 
la región, y 4) la integración y orientación de la proyección espacial de los 
planes sectoriales departamentales con los planes de los municipios y los 
grupos étnicos. Esto bajo un enfoque multisectorial que involucra todos los 
componentes de un territorio: el medio ambiente, la estructura ecológica, 
la gestión del riesgo de desastres, el patrimonio cultural, el desarrollo rural, 
la adaptación al cambio climático, los servicios públicos, el equipamiento de 
escala departamental y los planes de desarrollo metropolitano, entre otros 
asuntos de la escala intermedia. 
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En cierta medida, los pod tienen una similitud temática con los pot, 
porque ambos instrumentos tienen por objeto la planificación de un terri-
torio determinado, si bien desde enfoques de desarrollo y competencias 
diferentes. Es aquí donde cobra relevancia el artículo 10 de la Ley 338 de 
1997, en el que se establecen los determinantes para la elaboración de los 
pot, definiéndose estos como normas de superior jerarquía, que tienen 
un efecto vinculante sobre las acciones que se tomen o se ejecuten dentro 
de un espacio territorial determinado. Sin embargo, esta afirmación debe 
acompasarse con la interpretación que realizó la Corte Constitucional en la 
sentencia C-138 de 2020.

En el caso de los municipios, para la estructuración de los pot se tienen 
en cuentan estos determinantes, que se relacionan con temas de conservación 
y protección ambiental, de recursos naturales, de prevención de amenazas 
y riesgos naturales, de patrimonio cultural, de infraestructura, de servicios 
públicos, así como con los planes integrales de desarrollo metropolitano. 

Sobre este punto, el Acuerdo 10 de 2016 recomienda armonizar el 
contenido de los pod con los determinantes de los pot, recomendación que 
genera múltiples interrogantes respecto de su aplicación, principalmente 
porque se están homologando condicionamientos adoptados a una lógica 
municipal, lo que para algunos podría provocar incompatibilidades con el 
nivel intermedio. 

Sin perjuicio de lo anterior, los determinantes no tienen un alcance ex-
clusivamente municipal sino que, por el contrario, trascienden la esfera local, 
debido a la magnitud de los sectores que se pretende ordenar y proteger, como 
ocurre en materia medioambiental y en la gestión de los riesgos de desastres, 
entre otras materias que son abordadas desde una perspectiva supralocal.

	 Héctor Santaella Quintero. “Urbanismo y minería en Colombia: tensiones y conflictos sobre 
los usos del suelo en el territorio municipal”, en Revista de Derecho Administrativo Económico, 
Pontificia Universidad Católica de Chile, n.° 19, 2014, p. 102: “las determinaciones de otras 
instancias administrativas a cargo de la gestión de intereses sectoriales relevantes desde una pers-
pectiva supralocal […] engloban decisiones de distinto rango (políticas, directrices, reglamentos, 
resoluciones, etc.) y origen (Nación y Departamentos)”.

	 Iván Mauricio Vásquez. “Los determinantes de ordenamiento territorial como límite a la au-
tonomía local en materia de disposición urbanística del territorio”, en Revista Digital de Derecho 
Administrativo, Universidad Externado de Colombia, n.º 22, 2019, pp. 275-276: “consideramos 
que los determinantes de ordenamiento territorial constituyen, en principio, una competencia 
que le[s] confiere a los niveles superiores de la Administración pública un poder de dirección 
sobre los entes locales. En este escenario, el ente local debe adecuar el pot a la decisión contenida 
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Por esta razón, resulta necesario que el legislador se pronuncie sobre los 
determinantes aplicables a los pod: sobre si son los mismos que se tienen en 
cuenta para la formulación de los pot o si, por el contrario, se deben crear 
normas superiores más ajustadas a una óptica departamental. 

También, el Acuerdo 10 de 2016 recomienda que para la elaboración de 
los pod se siga un procedimiento compuesto por cinco etapas: 1) una fase 
de alistamiento institucional, en la que se recopila toda la información nece-
saria para estructurar la herramienta y se establecen todos los mecanismos 
de participación entre actores involucrados; 2) una fase de diagnóstico del 
territorio, en la que se identifican los elementos estructural del territorio; 
3) una fase de formulación, en la que se construye colectivamente la visión 
de territorio a largo plazo; 4) una fase de adopción, en la que se plasma el 
instrumento por medio de una ordenanza departamental, y 5) una fase de 
implementación, en la que se hace el seguimiento, la evaluación y el control 
sobre la inclusión de los pod en otros instrumentos de planificación. 

En relación con la duración y la financiación de los pod, se sugiere un tér-
mino de 16 años como mínimo y la utilización del sistema general de regalías 
o la suscripción de contratos plan con la Nación o los municipios. En igual 
sentido, se recomienda la revisión y ajustes de los pot de forma excepcional, 
atribución que resulta a todas luces preocupante y problemática, porque no 
tiene una consagración de orden legal e interfiere en el ejercicio de la au-
tonomía local, sin que existan mecanismos de coordinación administrativa. 

Se debe reiterar que los aspectos anteriores son simples recomendaciones, 
que carecen de efectos vinculantes y que hacen palpable la diferencia entre 
la planificación local y la planificación del nivel intermedio, puesto que en 
la primera sí existe un marco procedimental y sustancial definido. 

en el respectivo determinante y, en consecuencia, el municipio ve reducida su capacidad de de-
cidir libremente sobre el urbanismo que, como hemos visto, es una competencia local. […] [S]
e advierte que la ldu se limita a señalar que los determinantes de ordenamiento territorial son 
‘normas de superior jerarquía’, sin hacer relación precisa a qué tipo de normas se hace alusión o 
su ubicación dentro del sistema de fuentes, aunque es fácil deducir que dichas normas prevalecen 
sobre cualquier decisión adoptada por los municipios”.
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2 . 1 .  el   relacionamiento                de   los    p o d , 
los    p o m c a s  y  los    p d g r d :  la   consolidaci           n 
de   una    visi     n  de  partamental        del    territorio        

Las relaciones que se desprenden de las herramientas de planificación 
territorial se encuentran justificadas en su carácter interdisciplinario y en 
su compresión global, toda vez que, al agrupar los diversos ámbitos de una 
sociedad, la Administración Pública debe acotar desde una perspectiva jurí-
dica y técnica cada una de las necesidades que surgen de esos sectores, para 
garantizar la calidad de vida de sus habitantes, reducir la discrecionalidad 
de la Administración y disponer del territorio conforme a la realidad de cada 
ente territorial. 

Como se explicó en líneas anteriores, la ordenación y la planificación del 
territorio son competencias a cargo del Estado, que se reflejan en todos los 
niveles de gobierno y administración, razón por la cual la interrelación 
de todos esos instrumentos es vital en la toma de decisiones territoriales. 
De esta manera, los departamentos, en su calidad de entes articuladores e 
intermediadores de los intereses locales y nacionales, adquieren un rol es-
tratégico para el cumplimiento de los fines estatales y la satisfacción de las 
necesidades de la población. 

Los pod, al igual que otras herramientas de ordenación, tienen vínculos 
con otros instrumentos de planificación de carácter superior, intermedio e 

	 Antonio Embid Irujo. “La planificación ambiental y la relación con otras planificaciones, en 
especial con la planificación hidrológica”, en Medio ambiente y ordenación del territorio, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2017, p. 125: “puede advertirse que la planificación ad-
ministrativa significa, también y de forma muy destacada, reducción de la discrecionalidad de la 
Administración y/o posibilidad de aumento de control en los ámbitos de actuación configurados 
discrecionalmente, puesto que el ordenamiento jurídico tiende –de distintas formas– a avalar 
decisiones contenidas en la planificación para que la actividad singular de las administraciones 
se desarrolle dentro de las premisas y principios de una planificación administrativa que ellas 
mismas han cooperado a formar, aun cuando la aprobación final de dicha planificación pueda 
pertenecer al mismo legislador, al Gobierno o a algún órgano muy relevante de la Administración 
pública (un ministro o un órgano colegiado a ese nivel)”. 

	 Luciano Parejo Alfonso. “La ordenación territorial y urbanística y el gobierno de la ciudad 
en el Estado territorialmente descentralizado”, en Revista Digital de Derecho Administrativo, 
Universidad Externado de Colombia, n.º 7, 2012, p. 78: “la pretensión de ordenación global 
de un determinado ámbito espacial conduce inevitablemente al entrecruzamiento de los planes 
territoriales con cualesquiera otros planes, programas u ordenaciones públicos sectoriales que 
incidan en aquel ámbito y, por tanto, a la colisión entre unos y otros planes y medidas”.
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inferior, que deben armonizarse bajo el respeto de la autonomía territorial, 
a partir de mecanismos de coordinación administrativa y procesos colec-
tivos de participación, teniendo por objeto la construcción de una visión 
departamental unificada. 

La ausencia de un marco normativo sobre esta materia no ha sido un 
obstáculo absoluto para el ejercicio de estas competencias departamentales, 
porque algunos entes territoriales han iniciado procesos de formulación de 
estos instrumentos de planificación, e incluso en el caso de Valle del Cauca 
se adoptó un pod por medio de la Ordenanza Departamental 513 del 6 de 
agosto de 2019. 

De este escenario se extraen dos consideraciones relevantes: en primer lugar, 
los departamentos han adoptado como suyas las recomendaciones establecidas 
en el Acuerdo 10 de 2016, para superar la ausencia de ese marco normativo, 
solución que es discutible debido a que esta materia tiene reserva de ley. 

Al respecto, la doctrina ha señalado que esa alternativa no resulta 
descabellada por cuanto, en ejercicio de la autonomía territorial de los de-
partamentos y de las competencias constitucionales de las asambleas depar-
tamentales para expedir normas en materia de planeación, se considera que 
los departamentos se encuentran facultados para determinar cuáles son los 
criterios de expedición de un pod. No obstante, esto no resuelve la forma en 
que se interrelacionan los diversos instrumentos de planificación territorial, 
toda vez que una entidad territorial no está habilitada para limitar la auto-
nomía de otra de manera unilateral, pues esto le corresponde al legislador. 

En segundo lugar, es necesario resaltar que, en la práctica, lo que ocurre 
es que los departamentos definen los determinantes para la elaboración de los 

	 Departamentos del Atlántico, Santander y Antioquia. 
	 Santaella Quintero. “Los planes de ordenamiento territorial departamental”, cit., p. 81: “Ello 

supondría que cada Asamblea Departamental pasaría a definir por medio de ordenanza el régimen 
de ejercicio de la competencia que la loot le[s] atribuyó a los departamentos, al menos hasta 
que el legislador ejerza su responsabilidad y defina el régimen legal de esta materia. Con todo, 
aunque personalmente encuentro esta postura razonable y ajustada al régimen constitucional de la 
autonomía territorial que rige en Colombia y a su sistema de fuentes, no la veo compatible con el 
todavía prevalente enfoque centralista de nuestra jurisprudencia. Además, aun cuando permitiría 
resolver el problema de la ausencia de un régimen jurídico apto para viabilizar el ejercicio de la 
competencia que el artículo 29.2 de la loot reconoce a los departamentos, quedaría sin atender 
la cuestión (no menor) de cómo interactúan los pod y los pot, dado que solo por ley es legítimo 
restringir la autonomía local en lo que concierne al ejercicio de su competencia constitucional 
en materia de regulación de los usos de suelo (artículo 313.7 de la Constitución)”.
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pod y la manera en que las herramientas de planificación deben armonizarse 
con estos instrumentos. Estas realidades son problemáticas y preocupantes, 
porque pueden afectar la autonomía territorial de los entes locales, por lo 
que se torna indispensable examinar el relacionamiento de los pod con otras 
herramientas de planificación, para lo cual se tomarán algunos apartes de la 
citada Ordenanza Departamental 513 de 2019. 

En relación con los vínculos de orden superior se encuentran las deci-
siones nacionales que deben tenerse en cuenta para la elaboración de estos 
instrumentos, y entre ellas las políticas y los lineamientos nacionales de 
sectores específicos, como los relativos a temas ambientales, de gestión del 
riesgo de desastres y de patrimonio cultural, entre otros. 

Respecto de los vínculos que tienen los pod con otros instrumentos de 
carácter intermedio, este trabajo solo ejemplificará estas relaciones a partir de 
los Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas Hidrográficas (pomcas) y los 
Planes Departamentales de Gestión del Riesgo de Desastres (pdgrd). Ambas 
herramientas tienen en común su alcance supramunicipal y la naturaleza de 
determinantes, lo que les otorga un valor vinculante en la estructuración de 
los procesos de ordenación del territorio. 

Desde una perspectiva ambiental, los pod tienen un valor estratégico in-
valuable porque potencian el ejercicio de las competencias medioambientales 
de los departamentos, las cuales durante mucho tiempo no han utilizadas no 
obstante ser necesarias para el desarrollo de una política ambiental articulada. 
Esta afirmación encuentra sustento en el pod del Valle del Cauca: 

Artículo 16. Definiciones y objetivos de la base natural para la sustentabilidad. 1. Se 
conforma por las áreas naturales y ecosistémicas interconectadas de niveles nacional 
y regional fundamentales para la prestación de bienes y servicios ambientales en 
la escala departamental […] El Plan de Ordenamiento Territorial Departamental 
del Valle del Cauca incorpora la estructura ecológica principal como determinante 
ambiental, para el uso y ocupación del Territorio en el Eje de la Base Natural para 
la Sustentabilidad y por lo tanto son marco normativo de obligatorio cumplimien-
to en la construcción, seguimiento y articulación de los Planes, Planes Básicos y 
Esquemas de Ordenamiento Territorial, y demás instrumentos de planificación y 
ordenamiento del territorio del Departamento del Valle del Cauca.

Así pues, este instrumento consagra una visión territorial ambiental de ca-
rácter supramunicipal, que se encuentra sustentada a partir de un esquema 
de planificación interconectado, toda vez que, de forma complementaria, 
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el departamento articula los determinantes ambientales que regulan el te-
rritorio a su cargo, pero a la vez genera un nuevo parámetro de ordenación 
ambiental, que se constituye en otro determinante sobre esta materia, lo 
cual reafirma el carácter estratégico de los pod. 

Para entender con mayor claridad este razonamiento se toma como 
ejemplo la gestión de los recursos hídricos, debido a que las cuencas hidro-
gráficas son un indicador de planificación ambiental que moldea las relacio-
nes sociales, económicas y culturales de un territorio. Esta realidad no ha 
sido ajena al derecho, porque desde el Decreto 1381 de 1940 la gestión del 
recurso hídrico y la ordenación de las cuencas han sido un tema relevante 
para el ordenamiento jurídico. 

Por su parte, el Decreto Ley 2811 de 1974[] inició la planificación 
ambiental coordinada del territorio, al consagrar que las cuencas debían 
ordenarse de conformidad con los usos del suelo, el agua, la flora y la fauna. 
A su vez, estableció que todos los planes y programas ambientales debían 
asociarse a los planes de desarrollo económico. Esto permite concluir que las 
diversas manifestaciones de planificación tienden hacia la integración, por 
lo que los planes de carácter general son nutridos por aquellos instrumentos 
sectoriales o de actividades específicas. 

Con posterioridad se expidió la Ley 99 de 1993, que creó el Sistema Na-
cional Ambiental y estableció en cabeza del Ministerio de Medio Ambiente la 
fijación de las pautas generales en materia de ordenación, manejo de cuencas 
y demás áreas de manejo especial. También, les otorgó competencias a las 
corporaciones autónomas regionales y de desarrollo sostenible en estos temas. 

En 2010 el Ministerio de Medio Ambiente profirió la Política Nacional 
para la Gestión Integral del Recurso Hídrico, en la que se establecieron las 

	 Artículo 64 de la Ley 99 de 1993: “Funciones de los departamentos. Corresponde a los De-
partamentos en materia ambiental, además de las funciones que le[s] sean delegadas por la ley 
o de las que se le[s] deleguen a los Gobernadores por el Ministerio del Medio Ambiente o por 
las Corporaciones Autónomas Regionales, las siguientes atribuciones especiales: 1) Promover 
y ejecutar programas y políticas nacionales, regionales y sectoriales en relación con el medio 
ambiente y los recursos naturales renovables; 2) Expedir, con sujeción a las normas superiores, 
las disposiciones departamentales especiales relacionadas con el medio ambiente”. 

	 Artículos 45 y 316 del Decreto Ley 2811 de 1974. 
	 Jorge Alfredo Molina Roa. “Los Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas Hidrográficas 

–pomca– como determinantes de licencias, permisos y autorizaciones ambientales. El conflicto 
entre el desarrollo económico y el ordenamiento ambiental del territorio”, en Medio ambiente y 
ordenación del territorio, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2017, p. 164.
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pautas generales sobre el manejo de las cuencas hidrográficas, su relación 
con los demás factores ambientales y el papel de los actores involucrados. 
Estos lineamientos fueron acogidos por el Plan Nacional de Desarrollo de 
2010-2014, a través de la Ley 1450 de 2011, que en el parágrafo del artículo 
215 exaltó las competencias de las corporaciones autónomas regionales y de 
desarrollo sostenible para la formulación de los pomcas, bajo los criterios del 
Gobierno nacional. Es así como el Decreto 1640 de 2012 reglamentó estos 
planes y señaló los actores encargados de su formulación e implementación.

Los pomcas son, entonces, instrumentos de planificación que tienen por 
objeto “mantener el equilibrio entre el aprovechamiento social y económico 
de los recursos naturales, así como la conservación de la estructura fisico-
biológica de la cuenca y en particular del recurso hídrico”. 

De la implementación de estas herramientas de ordenación del territorio 
se pueden extraer tres consideraciones. En primer lugar, estos planes fueron 
concebidos desde el orden nacional y articulados con otros instrumentos de 
planificación territorial, porque en este proceso estuvieron involucradas las 
autoridades ambientales regionales y las entidades territoriales. Por tanto, 
la planificación ambiental partió de una política nacional, para concretarse 
en cada uno de los territorios. 

En segundo lugar, la autoridad ambiental competente a cargo de la expe-
dición de los pomcastiene un alcance regional, sin embargo, no siempre los 
territorios a su cargo son compatibles con el espacio geográfico que conforma 
un mismo departamento, por lo que pueden confluir diversos instrumentos 
sobre una misma área territorial. Por esta razón, los entes del nivel intermedio 
tienen una competencia articuladora vital en temas ambientales, pues son 
instancias de coordinación administrativa. 

En tercer lugar, a pesar de la ausencia de los pod, en Colombia ya existían 
instrumentos con una visión supramunicipal o regional en temas ambientales, 
razón por la cual estas herramientas potencian esos enfoques, solo que de 
acuerdo con un alcance departamental claro, que se acomoda a las realida-
des y necesidades de cada ente intermedio. En ese sentido, estos planes 

	 Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. “Guía técnica para la formulación de los Planes 
de Ordenación y Manejo de Cuencas Hidrográficas”, Bogotá, 2014, pp. 11-16. 

	 María del Pilar García Pachón. Régimen jurídico de los vertimientos en Colombia: análisis desde el 
derecho ambiental y el derecho de aguas, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2017, p. 298. 

	 María Daniela de la Rosa Calderón y Diego Felipe Contreras Pantoja. “Fundamentos 
constitucionales de los recursos hídricos en el ordenamiento jurídico colombiano”, en Tratado de 
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consolidan una visión departamental y regional del territorio colombiano, 
la cual hasta el momento había sido desarrollada de manera fragmentada y 
no unificada. 

Los pod se integran a esa dinámica de planificación ambiental con una 
visión propia de la base natural de los departamentos, que está interconectada 
con todos los instrumentos de ordenación en esta materia pero que comple-
menta ese enfoque ambiental desde una perspectiva intermedia y unificada. 
Se debe aclarar que este razonamiento no es aplicable exclusivamente a los 
pomcas, sino también a los diversos planes que existen en materia ambiental, 
pues todos ellos se postulan como determinantes en el proceso de ordenación 
y se complementan con la visión departamental del territorio.

Otra materia que sirve para ilustrar la forma en que los pod se relacionan 
con otros instrumentos de carácter departamental es la gestión del riesgo 
de desastres, que se planifica por medio de los pdgrd. Estas herramientas 
tienen un desarrollo similar a los pomcas, principalmente porque parten de 
una política nacional y se concretan en los planes de ordenamiento territorial 
y de desarrollo. 

A pesar de que actualmente no existe norma de rango legal que esta-
blezca cuáles son los determinantes de los pod, es posible sostener que en 
la gestión del riesgo de desastres no es necesario crear una norma adicional 
que señale que este es un determinante, porque los artículos 32 y 37[] de 
la Ley 1532 son precisos en manifestar que todos los niveles de gobierno 
deben introducir este componente en sus instrumentos de planificación.

derecho de aguas, t. i, Derecho de aguas colombiano para el siglo xxi, Bogotá, Universidad Externado 
de Colombia, 2018, pp. 20-21. 

	 Daniel Calderón Ramírez y Klaus Frey. “El ordenamiento territorial para la gestión del riesgo 
de desastres en Colombia”, en Territorios, Universidad del Rosario, n.° 36, 2017, pp. 239-264. 

	 Artículo 37 de la Ley 1523 de 2012: “Planes departamentales, distritales y municipales de gestión 
del riesgo y estrategias de respuesta. Las autoridades departamentales, distritales y municipales 
formularán y concertarán con sus respectivos consejos de gestión del riesgo, un plan de gestión del 
riesgo de desastres y una estrategia para la respuesta a emergencias de su respectiva jurisdicción, 
en armonía con el plan de gestión del riesgo y la estrategia de respuesta nacionales. El plan y la 
estrategia, y sus actualizaciones, serán adoptados mediante decreto expedido por el gobernador 
o alcalde, según el caso[,] en un plazo no mayor a noventa (90) días, posteriores a la fecha en 
que se sancione la presente ley. / […] / Parágrafo 2. Los programas y proyectos de estos planes 
se integrarán en los planes de ordenamiento territorial, de manejo de cuencas y de desarrollo 
departamental, distrital o municipal y demás herramientas de planificación del desarrollo, según 
sea el caso”.
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2 . 2 .  el   relacionamiento                de   los    p o d  
y  los    p o t :  un   dilema       p or   resolver     

De conformidad con el esquema argumentativo planteado, este acápite estu-
diará someramente los vínculos que tienen los pod con los instrumentos de 
planificación de orden local, para determinar la forma en que estas relaciones 
inciden en el ámbito de la autonomía territorial de los municipios. 

Para comprender esta problemática es necesario recordar que los pod 
surgen bajo una realidad municipal supremamente consolidada, que durante 
años alejó a los entes locales de una visión departamental del territorio. De 
ahí que el proceso de planificación local, en cierta medida, no encaje con la 
ordenación que propone el nivel intermedio, dada la inexistencia de meca-
nismos de coordinación administrativa. 

A pesar de este panorama, actualmente desde múltiples aristas el orde-
namiento jurídico ha impulsado el desarrollo de estas competencias a partir 
de políticas sectoriales, que si bien no han tenido un enfoque debidamente 
articulado son un avance hacia la construcción de un esquema de planifica-
ción territorial departamental. 

Es así como, los departamentos adquieren un valor estratégico inigua-
lable a partir de los pod, porque estos tienen como objetivo la creación de 
un sistema articulado de herramientas de planificación supralocal, que se 
reflejan directamente en la dinámica de los territorios que conforman este 
ente territorial. Por tanto, no se puede edificar un instrumento de planifica-
ción legítimo y coordinado sin el reconocimiento de la autonomía territorial 
de los municipios, los distritos y los territorios indígenas que hacen parte 
de ese espacio geográfico. 

Para alcanzar el objetivo anterior es indispensable superar grandes retos 
logísticos y normativos, principalmente porque la limitación de la autonomía 
territorial es una competencia del legislador, que no puede ser desarrollada 
por un ente territorial unilateralmente y sin mecanismos claros de coordi-
nación. Sobre este punto, el Acuerdo 10 de 2016[] recomienda que los pod 
puedan modificar excepcionalmente el contenido de los pot. 

	 Artículo 1 del Acuerdo 10 de 2016: “… 7. Revisión y ajuste pot. Se recomienda que la legisla-
ción que se expida para reglamentar los pod establezca que lo aprobado en el pod, resultado del 
proceso de coordinación con los municipios, será justificación para la modificación excepcional 
de los pot, de conformidad con lo establecido en el artículo 15 de la Ley 388 de 1997, adicionado 
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Esta recomendación resulta cuestionable y problemática, porque estable-
ce de manera indeterminada una habilitación para intervenir en las compe-
tencia propias de los municipios, especialmente en materia de reglamentación 
de los usos del suelo, razón por la cual es necesario que el legislador realice 
un ejercicio razonado y serio sobre los eventos excepcionales en los cuales 
se permitiría aplicar este tipo de intervenciones, para así determinar si se 
vulnera o no el principio de autonomía territorial de los entes locales. 

Frente a este escenario, el artículo 2[] del pod del Valle del Cauca re-
plicó los principios de coordinación y armonización, para resaltar el papel 
que tienen los entes territoriales en la construcción de una visión de largo 
plazo del departamento. Asimismo, señaló los procesos de revisión de los pot 
municipales. De esta disposición se destacan dos aspectos: en primer lugar, 
el carácter de norma superior que tienen los pod frente a los instrumentos 
de planificación municipal, y en segundo lugar, la necesidad de crear meca-
nismos de articulación territorial.

En el marco del proceso de adaptación a este nuevo instrumento de plani-
ficación es indispensable que paulatinamente los pot integren los lineamien-
tos, las directrices y las orientaciones del pod. Esta etapa de acoplamiento 
implica el inicio de un sistema articulado de competencias de planificación 
territorial, que no puede estar sustentado en decisiones abruptas y carentes 
legitimidad. 

Por esta razón, el pod del Valle del Cauca estableció un esquema de coor-
dinación entre los actores involucrados, por medio de una división temática 
de los asuntos que integran el instrumento de planificación, y designó las 
dependencias encargadas de liderar esos procesos de articulación. 

Si bien el Departamento del Valle del Cauca es pionero en ejercer este 
tipo de competencias, no se puede ignorar que dentro del instrumento de 
ordenación se acogen algunos razonamientos jurídicos que no se encuentran 

por el artículo 1 de la Ley 902 de 2004 y el artículo 2.2.2.1.2.6.2 del Decreto 1077 de 2015, o las 
disposiciones que hagan sus veces”.

	 Artículo 2 de la Ordenanza Departamental 513 del 6 de agosto de 2019: “… 5. Coordinación: El 
Plan de Ordenamiento Territorial Departamental del Valle del Cauca –potd Valle del Cauca– se 
concierta y ejecuta de manera coordinada con los municipios, los distritos, los territorios étnicos, 
las subregiones, los esquemas asociativos, los grupos étnicos, las autoridades ambientales y las 
autoridades marítimas existentes en el territorio del Valle del Cauca, así como con los departa-
mentos circunvecinos. Igualmente se establecerá una coordinación entre el potd y los municipios 
para los procesos de revisión de los pot municipales”.
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fundados en una norma legal, razón por la cual la adopción de esta herra-
mienta no colma los vacíos sustanciales respecto de la autonomía territorial 
y los mecanismos de coordinación. 

Es posible concluir que, en la práctica, los entes de nivel intermedio le 
han conferido a la ordenanza un alcance mayor al que constitucionalmente 
están habilitados para darle, porque no es admisible que una ordenanza 
departamental defina o module los límites de la autonomía territorial de 
los municipios que conforman el departamento. Por esta razón es que se 
puede afirmar que no existe un régimen jurídico sustancial articulado, sino 
uno en proceso de construcción, para lo cual se requiere de la intervención 
del legislador, porque de lo contrario podrían generarse mayores brechas 
de desarticulación. 

consideraciones                f inales       y  p ros   p ectivas    

Las competencias de planificación son transversales a todos los niveles de 
gobierno y administración, por lo que las entidades territoriales tienen un 
rol determinante en la ordenación de sus territorios. 

El papel de los departamentos en la organización de sus territorios se ha 
visto plagado por el excesivo protagonismo de los municipios y sus compe-
tencias de planificación, las cuales se encuentran respaldadas por un régi-
men jurídico procedimental y sustancial consolidado. En cierta medida, esa 
construcción normativa ha impedido la edificación de un sistema articulado 
de las competencias de planificación territorial. No se puede desconocer que 
antes de la creación de los pod existía una visión departamental del territorio, 
solo que de forma sectorial, desarticulada y sin un sentido de planificación 
central, a diferencia de lo que ocurría con los entes locales. 

En el ordenamiento jurídico colombiano no existe un régimen sustancial 
en materia de articulación entre los instrumentos de ordenación, razón por 
la cual se hace indispensable la intervención del legislador, si bien, como es 
natural, en el respeto de la autonomía de los entes territoriales. 

Los pod se erigen como un instrumento de planificación departamental 
que tiene por objetivo la articulación de los intereses nacionales, departa-
mentales y municipales, bajo un criterio de intermediación y coordinación 
administrativa, que está en proceso de construcción y que debe partir de las 
pautas generales que establezca el legislador. 
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En ejercicio de estas competencias estructurales e integradoras aboga 
por la consolidación de la gobernanza multinivel, que hace imperioso el 
afianzamiento de un sistema de competencias debidamente articulado. 

Respecto del relacionamiento de los pod con otros instrumentos de 
planificación del orden nacional, departamental y municipal, se puede 
concluir que, desde un punto normativo, este tiene un desarrollo incipiente, 
pese a que en la práctica ciertamente existe la clara intención de moldear 
este instrumento en ejercicio de las potestades normativas emanadas de la 
autonomía territorial departamental. 
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